
DECRETO SUPREMO N° 3554
EVO MORALES AYMA

PRESIDENTE CONSTITUCIONAL DEL ESTADO PLURINACIONAL DE BOLIVIA

CONSIDERANDO:

Que el numeral 1 del Artículo 70 de la Constitución Política del Estado, establece que toda persona con discapacidad goza del 
derecho, entre otros, a ser protegido por su familia y por el Estado.

Que los Parágrafos II y III del Artículo 71 del Texto Constitucional, disponen que el Estado adoptará medidas de acción 
positiva para promover la efectiva integración de las personas con discapacidad en el ámbito productivo, económico, 
político, social y cultural, sin discriminación alguna; y el Estado generará las condiciones que permitan el desarrollo de las 
potencialidades individuales de las personas con discapacidad.

Que el Artículo 72 de la Constitución Política del Estado, determina que el Estado garantizará a las personas con 
discapacidad los servicios integrales de prevención y rehabilitación, así como otros beneficios que se establezcan en la ley.

Que el Parágrafo I del Artículo 11 de la Ley N° 856, de 28 de noviembre de 2016, del Presupuesto General del Estado 
Gestión 2017, vigente por disposición del inciso r) de la Disposición Final Cuarta de la Ley N° 1006, de 20 de diciembre de 
2017, del Presupuesto General del Estado Gestión 2018, autoriza al Órgano Ejecutivo, transferir recursos públicos en efectivo 
y/o en especie e inversiones productivas, a organizaciones económico-productivas, organizaciones territoriales, 
organizaciones privadas sin fines de lucro nacional, organizaciones indígena originaria campesinas y a personas naturales, 
con el objetivo de estimular actividad de desarrollo, seguridad alimentaria, reconversión productiva, educación, salud y 
vivienda, en el marco del Plan de Desarrollo Económico y Social. Para realizar transferencias público - privadas, las 
entidades deberán estar autorizadas mediante Decreto Supremo y contar con reglamentación específica.

Que el Parágrafo IV del Artículo 2 del Decreto Supremo N° 3448, de 3 de enero de 2018, que reglamenta la aplicación de la 
Ley N° 1006, señala que cualquier otra entidad pública o unidad/programa del Órgano Ejecutivo del nivel central del Estado 
Plurinacional que requiera realizar transferencias público - privadas, deberá ser autorizada mediante Decreto Supremo.

Que es necesaria la emisión de un Decreto Supremo que autorice al Ministerio de Salud, realizar transferencias público - 
privadas en especie de dispositivos y tecnologías de apoyo en favor de las personas con discapacidad de escasos recursos 
económicos, para una efectiva inclusión en el ámbito social.

 
EN CONSEJO DE MINISTROS,

DECRETA:

ARTÍCULO 1.- (OBJETO). El presente Decreto Supremo tiene por objeto autorizar al Ministerio de Salud, a través de la 
Unidad de Discapacidad Rehabilitación y Habilitación Bio-Psico-Social, realizar transferencias público - privadas.

ARTÍCULO 2.- (AUTORIZACIÓN). 

I.            Se autoriza al Ministerio de Salud, a través de la Unidad de Discapacidad Rehabilitación y Habilitación Bio-Psico-Social 
realizar transferencias público - privadas en especie de los saldos existentes, de dispositivos y tecnologías de apoyo, en 
favor de las personas con discapacidad. 

II.          El Ministerio de Salud mediante Resolución Ministerial, aprobará la reglamentación específica que regulará el importe, 
uso y destino de las transferencias público - privadas.



DISPOSICIONES TRANSITORIAS

DISPOSICIÓN TRANSITORIA ÚNICA.- El Ministerio de Salud aprobará la reglamentación en un plazo de hasta treinta 
(30) días calendario, a partir de la publicación del presente Decreto Supremo.

La señora Ministra de Estado en el Despacho de Salud, queda encargada de la ejecución y cumplimiento del presente 
Decreto Supremo.

Es dado en el Palacio de Gobierno de la ciudad de La Paz, a los nueve días del mes de mayo del año dos mil dieciocho.

FDO. EVO MORALES AYMA, Alfredo Rada Vélez, Carlos Gustavo Romero Bonifaz MINISTRO DE GOBIERNO E 
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Héctor Andrés Hinojosa Rodríguez, Ariana Campero Nava, Carlos Rene Ortuño Yañez, Roberto Iván Aguilar Gómez, 
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